ORDENANZA REGULADORA DEL PRECIO PÚBLICO POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE AYUDA A DOMICILIO

ARTÍCULO I.- CONCEPTO.


De conformidad con lo previsto en el artículo 117, en relación con el artículo 41 b), ambos de la Ley 39/1988, de 28 de Diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, el Ayuntamiento de Minaya establece el precio público por la prestación del servicio de ayuda a domicilio (en adelante SAD), que consiste en la prestación de una serie de atenciones a personas y/o familias en su domicilio, cuando de hallen en situaciones en las que no es posible la realización de sus actividades o tareas individuales, o en situaciones de conflicto psico-familiares para alguno de sus miembros, que se regirá por las siguientes normas.

ARTÍCULO 2.- OBLIGADOS AL PAGO.


1º.- La cuantía del precio público regulado en esta Ordenanza, vendrá determinado por la aplicación de las normas contenidas en los apartados siguientes, atendiendo a la renta mensual y al número de miembros de la unidad familiar del beneficiario/a.


Se entenderá por unidad familiar a todas las personas que convivan en un mismo domicilio, independientemente de los lazos de parentesco, que necesiten la prestación del servicio de ayuda a domicilio.


Se entenderá por renta mensual de la unidad familiar, la suma de aquellas rentas, ingresos y rendimientos, así como el patrimonio de todos los integrantes de la unidad familiar.

Rendimientos:  

a) Como rendimientos de trabajo se entenderán las retribuciones derivadas de su ejercicio por cuenta propia o ajena. Se les equiparan las prestaciones y pensiones reconocidas, encuadradas en los regímenes de previsión social, financiados con cargo a fondos públicos o privados.

b) Como rendimientos de patrimonio se computarán la totalidad de los rendimientos íntegros que provengan de elementos patrimoniales, tanto de bienes como de derechos.

c) Los rendimientos del trabajo por cuenta propia en actividades empresariales y profesionales se identificarán con el rendimiento neto declarado por los mismos.

d) Del trabajo por cuenta ajena, de los ingresos se deducirán las cotizaciones a la Seguridad Social, las cantidades abonadas por los derechos pasivos, mutualidades de carácter obligatorio y similares, así como los gastos por enfermedad grave o intervención quirúrgica, siempre que se justifique su abono por la unidad familiar, y no sean susceptibles de reembolso o compensación, igualmente serán deducibles los gastos por alquiler de vivienda habitual hasta el límite de 240, 40 € mensuales (cuantía que podrá ser modificada anualmente)

Patrimonio:

a) La valoración de los bienes inmuebles urbanos o rústicos, se hará por su total valor catastral, excepto la vivienda habitual que no se computará.

b) Se consideran bienes muebles, los títulos, valores, derechos de crédito de fácil realización o dinero en efectivo existente en depósitos bancarios, a disposición de cualquiera de los miembros de la unidad familiar, y se computarán de conformidad con el punto 1, con la exención de la cantidad de 9.015’18 €.

c) El ajuar familiar y los vehículos motorizados estarán exentos en su totalidad del cómputo de los recursos, salvo aquellos que, por su valor, denoten existencia de medios económicos superiores a los declarados, en cuyo caso, el ajuar computará por su valor estimado y a los vehículos motorizados se les atribuirá como valor el precio medio de venta aplicable en la gestión de los impuestos sobre transmisiones patrimoniales.

d) Como deducción general se tomarán las deudas que el solicitante acredite tener respecto del patrimonio, mediante certificación correspondiente, incluyendo las de amortización de la primera vivienda, hasta el límite de 270’46 €, que será incrementado en cada ejercicio conforme al IPC anual.

En el caso de la unidad familiar de un solo miembro, o cuando el usuario sea persona anciana que reside con carácter permanente en el domicilio de un hijo o rotando periódicamente en los domicilios de varios hijos, la renta per-cápita resultante del cómputo de ingresos, rentas y patrimonio de la unidad familiar, se dividirá por 1’5.


Los usuarios del servicio estarán obligados a comunicar los cambios producidos en su situación familiar y/o económica, en el plazo de 30 días, cualquier hecho que modifique la determinación en la renta mensual de la unidad familiar y el número de los miembros de la unidad familiar.


Los Servicios Sociales de la Zona, podrán recabar datos y documentación sobre la situación particular de cada beneficiario.

2º.- La tarifa del precio público se calculará por la aplicación del siguiente cuadro:

	
	Número de Miembros

	Renta mensual/SMI
	1
	2
	3
	4
	5
	6

	Hasta 50 %
	
	
	
	
	
	

	De 51 % al 60 %
	
	
	
	
	
	2,5 %

	De 61 % al 70 %
	
	
	
	0,5 %
	3 %
	6,5 %

	De 71 % al 80 %
	
	
	
	3 %
	6%
	10 %

	De 81 % al 90 %
	
	
	1,5 %
	8,5 %
	13,5 %
	19,5 %

	De 91 % al 100 %
	
	
	10 %
	22 %
	32 %
	44 %

	De 101 % al 110 %
	
	4 %
	21 %
	38 %
	53 %
	69 %

	De 111 % al 120 %
	3 %
	9 %
	28 %
	47 %
	64 %
	89 %

	De 121 % al 130 %
	9 %
	20 %
	41 %
	62 %
	81 %
	100 %

	De 131 % al 140 %
	16 %
	27 %
	50 %
	69 %
	88 %
	100 %

	De 141 % al 150 %
	24 %
	35 %
	57 %
	79 %
	100 %
	100 %

	De 151 % al 160 %
	33 %
	42 %
	62 %
	82 %
	100 %
	100 %

	De 161 % al 170 %
	43 %
	52 %
	72 %
	100 %
	100 %
	100 %

	De 171 % al 180 %
	54 %
	62 %
	81 %
	100 %
	100 %
	100 %

	De 181 % al 190 %
	67 %
	75 %
	100 %
	100 %
	100 %
	100 %

	De 191 % al 200 %
	83 %
	89 %
	100 %
	100 %
	100 %
	100 %

	Más de 200 %
	100 %
	100 %
	100 %
	100 %
	100 %
	100 %


ARTÍCULO 3.- PRECIO PÚBLICO MENSUAL

El precio público mensual a abonar por cada beneficiario, será el resultado de multiplicar las horas de cada mes por la cantidad resultante de la diferencia entre el precio de coste  por hora y la parte subvencionada del mismo por la Junta de Comunidades .

ARTÍCULO 4.- EXENCIONES.


El Pleno de la Corporación podrá eximir el pago de la tarifa, en aquellos casos que exista una imposibilidad en el cobro del precio público por causas no imputables a los beneficiarios y, que la no prestación del servicio por este motivo, pueda suponer un grave riesgo de deterioro personal y familiar.

ARTÍCULO 5.- OBLIGACIÓN DE PAGO Y COBRO.

1º.- La obligación de pago del precio público regulado en estas normas nace desde que se preste o realice el S.A.D. especificado en el artículo 1.

2º.- El pago del precio público se ingresará en la Tesorería Municipal, cada dos meses naturales, dentro de los veinte primeros días del mes siguiente al de su vencimiento.

3º.- Las deudas derivadas de la prestación del servicio regulado en estas normas, podrá exigirse por el procedimiento administrativo de apremio.

ARTÍCULO 6.- NORMAS DE GESTIÓN.

1º.- Documentación.


A.- Si se trata de un caso nuevo o una reincorporación en la que haya transcurrido más de un año desde la última prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio, la documentación que debe presentar el titular del servicio es la siguiente:

· Solicitud

· Fotocopia de la Cartilla de la Seguridad Social del Titular.

· Fotocopia del DNI de todos los miembros de la unidad familiar.

· Informe médico del estado de salud del titular o cualquiera de los miembros de la unidad familiar.

· Certificado de empadronamiento, residencia y convivencia del titular, expedido por el Ayuntamiento.

· Certificación del Ayuntamiento de residencia (al menos) en la que conste el valor catastral de los bienes inmuebles de cada uno de los miembros de la unidad familiar.

· Certificado actual de haberes, pensión, prestación o subsidio que perciba cada uno de los componentes de la unidad familiar, expedido por la empresa u organismo correspondiente.

· Fotocopia compulsada de la última declaración del IRPF, y del Patrimonio, o en su defecto, certificado de no haber sido presentada en Hacienda, de cada uno de los componentes de la unidad familiar.

· Certificado de las entidades bancarias a quienes se hayan confiado los depósitos, sobre el saldo medio anual anterior a la petición de la ayuda.

· En los casos en que no se aporte documentación específica de ingresos, rentas o rendimientos de la unidad familiar se recabará declaración responsable sobre ellos, acompañada de certificación de no haber presentado la última declaración del IRPF.

· Los Servicios Sociales de Base recabarán del solicitante, cualquier documentos que, una vez estudiado el expediente para iniciar o ya iniciado el servicio, se considera necesario para su adecuada resolución o seguimiento. La constatación fehaciente del ejercicio de la actividad económica no documentada se hará a través de medios propios de los Servicios Sociales de Base, que gozarán de presunción de veracidad.

2º.- El SAD, por lo que respecta a su prestación se regirá por su reglamentación específica.

3º.- El SAD de este Ayuntamiento facilitará al Servicio de Intervención, mensualmente, relación de beneficiarios, con indicación de su domicilio, número de horas prestadas, precio de las horas, importe total a pagar y todos aquellos datos necesarios para determinar la liquidación y confección de recibos correspondientes.

4º.- El retraso en el pago de un mes, implicará la pérdida del derecho a continuar recibiendo la prestación del servicio, sin perjuicio de su cobro por vía ejecutiva.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Para lo no expresamente previsto en estas normas se estará a lo dispuesto en la Orden de la Consejería de Bienestar Social que anualmente se dicta y en la que se establecen las bases de la convocatoria de ayudas a los Ayuntamiento para la prestación del SAD.

DISPOSICIÓN FINAL


Las presentes normas entrarán en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa.

